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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de julio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
 
Sr. Caballero García, secretario  
en funciones 
 
 

 
DICTAMEN 194/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 7 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, en nombre y representación de su hijo menor de edad, yyy2, debido a 
daños y perjuicios sufridos en una caída en unas instalaciones deportivas 
municipales.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con 
el número de referencia 194/2026, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. S. de Vega.  

 
Primero.- El 25 de agosto de 2025 Dña. yyy3, actuando en nombre y 

representación de D. yyy1, quien a su vez actúa en nombre y representación de 
su hijo menor de edad yyy2, que tenía 15 años en el momento de los hechos, 
presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento 
de xxxx debido a los daños sufridos por el menor el 31 de mayo de 2025, sobre 
las 13:30 horas, mientras practicaba deporte en la instalación municipal de skate 
situada en el parque de cccc de esa ciudad. Según la reclamación “yyy2 cayó 
desde una altura aproximada de dos metros en una de las rampas principales, 
impactando violentamente contra el suelo lo que le provocó un traumatismo 
craneoencefálico (…)”.  
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El menor fue trasladado por los servicios de emergencias al Hospital hhhh, 

ingresando en UCI y permaneciendo hospitalizado hasta el 5 de junio de 2025. 
Posteriormente, ha precisado controles y seguimiento periódico por neurología y 
neurocirugía, con prohibición absoluta de actividades deportivas durante seis 
meses y reincorporación paulatina a su vida académica. A día de hoy presenta 
cefaleas recurrentes, trastornos del equilibrio, alteraciones cognitivas leves, 
dificultades de concentración y trastorno del sueño.  

 
El reclamante considera que la instalación deportiva presenta gravísimas 

deficiencias de seguridad, que constituyen causa directa del accidente y en 
particular: ausencia total de vallado perimetral de seguridad en los puntos 
elevados y de medidas de protección en zonas de caída, deterioro significativo 
de superficies, deficiente mantenimiento y ausencia de señalización de seguridad. 
Afirma que, además, existían advertencias previas sobre el peligro de la instalación, 
que incumple la norma técnica UNE-EN 14974:2019 sobre “Instalaciones para 
usuarios de equipos de deportes sobre ruedas. Requisitos de seguridad y 
métodos de ensayo”, según la cual la instalación debe disponer de barandillas de 
protección en todas las zonas elevadas y señalización clara sobre normas de uso 
y riesgos. Además, tratándose de instalaciones deportivas municipales, destinadas 
a la práctica de deportes de riesgo por usuarios menores de edad, deben 
extremarse las medidas de seguridad y vigilancia, exigiendo un estándar de 
diligencia reforzado y una vigilancia constante de las instalaciones.  

 
La indemnización que se reclama por los daños sufridos asciende a 42.600 

euros, que se desglosa en días de perjuicio personal, secuelas físicas y 
neurológicas, perjuicio estético por cicatriz facial, perjuicio moral por pérdida de 
la calidad de vida, gastos médicos y de rehabilitación, daño moral a los familiares 
y pérdida de actividades estivales.   

 
El interesado adjunta a su solicitud DNI, libro de familia, informes médicos 

del Hospital hhhh, acta notarial de presencia sobre el estado de las instalaciones 
y reportaje fotográfico. Además, propone testifical consistente en la declaración 
de testigos presenciales del accidente y de quienes puedan acreditar el estado de 
la instalación.  

 
Segundo.- El 14 de octubre de 2025 el reclamante aporta la 

documentación complementaria, tras el requerimiento de subsanación, consistente 
en certificado de inscripción de apoderamiento apud acta a favor de Dña. yyy3 y 
los datos de testigos presenciales del accidente, indicando que el incidente tuvo 
lugar durante la celebración de la fiesta de despedida de temporada (“nnnn”) del 
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xxxx Rugby Club, al que pertenece el menor, y que en dicho evento se 
encontraban presentes alrededor de 50 personas, por lo que hay varios testigos 
directos de lo ocurrido.  

 
Tercero.- El 11 de noviembre de 2025 la alcaldesa-presidenta del 

Patronato Municipal de Deportes (PMD) acuerda admitir a trámite la reclamación 
y nombrar al instructor del procedimiento, notificando el acuerdo adoptado al 
interesado y a la aseguradora de la Administración. 

 
Cuarto.- Se ha incorporado al expediente informe de incidencia de la 

Policía Local que acudió al lugar tras recibir el aviso de la caída del menor.  
 
Quinto.- El 4 de febrero de 2026 el director técnico del PMD emite informe.  
 
Sexto.-El 11 de febrero de 2026 la empresa qqqq, S.A., contratista de la 

Administración, realiza alegaciones en las que indica que la instalación de skate 
no está incluida en el contrato formalizado con el PMD. Asimismo, expone que 
esa instalación se encuentra precintada desde diciembre de 2025, a petición 
expresa del PMD.  

 
.Séptimo.- El 17 de febrero de 2026 el reclamante, previamente requerido 

por el instructor, presenta declaraciones firmadas de los testigos presenciales del 
accidente.  

 
Octavo.- El 26 de marzo de 2026 la aseguradora de la Administración 

formula alegaciones. Expone que no ha quedado acreditada la forma exacta en 
la que se produjeron los hechos ni el uso que el menor estaba haciendo de la 
instalación y que el riesgo de la instalación era visible y evidente, por lo que 
resulta aplicable la teoría de la asunción del riesgo. En cuanto al importe de la 
indemnización, considera que ascendería a un máximo de 2.521 euros por las 
lesiones temporales.  

 
Noveno.- Concedido trámite de audiencia, únicamente consta la 

presentación de alegaciones por la concesionaria de la Administración, que 
presenta alegaciones el 6 de abril de 2026, reiterando que no es responsable del 
mantenimiento de la instalación de acuerdo con el contrato formalizado con el 
PMD.  

 
Décimo.- El 7 de mayo de 2016 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación al considerar que la causa del accidente es la 
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asunción del riesgo por el menor, que estaba haciendo un uso indebido de las 
instalaciones, ignorando las advertencias y sin usar el debido equipamiento.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen.  
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
Debe advertirse, sin embargo, el incumplimiento del plazo máximo de seis 

meses para resolver y notificar la resolución (artículo 91.3 de la LPAC), lo cual 
supone la inobservancia por la Administración de los principios rectores de su 
actuación, recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Publico (LRJSP), como los de eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a 
los ciudadanos. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada de acuerdo 

con el artículo 4 de la LPAC, actuando el reclamante en representación legal de 
su hijo menor de edad. Asimismo, ha quedado debidamente acreditada la 
representación con la que se actúa.  

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, 
de la LPAC.  
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La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley debe entenderse 
hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. En particular, el 
artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por el 
Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, establece que “Son bienes de uso 
público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, aguas de fuentes y 
estanques, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización 
generales cuya conservación y policía sean de la competencia de la entidad local”. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en el 
sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, 
de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, 
es decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa 
a la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño; d) relación de causalidad entre la actividad 
administrativa y el resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza 
mayor. Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que 
transcurra un año desde el momento en que se produjo el hecho causante  
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5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 
responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios sufridos por el menor como 
consecuencia de una caída desde una instalación municipal de skate que carecía 
de barandilla y señalización de seguridad.  

 
La propuesta de resolución no cuestiona la caída del menor desde la parte 

superior de la instalación municipal ni los daños sufridos por este, pero sí las 
circunstancias en las que se produjo el accidente, negando que exista una 
relación de causalidad entre el estado de las instalaciones y los daños que se 
reclaman, imputando la caída al mal uso de la instalación.  

 
Al respecto, debe indicarse, en primer término, que el lugar donde se 

produce el accidente, tal como indica el informe técnico emitido “es un espacio 
específicamente diseñado para la práctica de skate y deportes urbanos, 
configurado para un uso deportivo especializado. No se trata de un área 
recreativa genérica ni de un parque infantil, sino de una infraestructura deportiva 
destinada a la ejecución de maniobras técnicas propias del skate, actividad que 
conlleva un riesgo inherente derivado de su propia naturaleza. 

 
»La práctica del skate requiere el uso de equipamiento deportivo 

adecuado y en correcto estado (tabla homologada, calzado específico, elementos 
de protección individual tales como casco, muñequeras, rodilleras y coderas, etc) 
en particular en el caso de menores o usuarios con menor experiencia (…) 

 
»Si bien se señala en la documentación la ausencia de un elemento 

concreto de protección (barra), la instalación ha sido utilizada durante un 
prolongado periodo de tiempo, sin constancia de incidentes graves similares ni 
reclamaciones previas de análoga entidad. 

 
»Sin perjuicio de lo anterior, se ha considerado oportuno valorar 

posibles mejoras futuras en materia de señalización o elementos de protección, 
como medida preventiva”. 

 
La ausencia de barandilla de seguridad en una de las zonas elevadas de la 

instalación, que tiene forma de “U”, se advierte claramente en las fotografías 
incorporadas al expediente y es puesta de manifiesto tanto por la policía local en 
el momento de la intervención como en las declaraciones de los testigos que 
presenciaron los hechos. Según el informe de la Policía Local “El joven al parecer 
se ha caído de la `U´ y tiene un golpe en la ceja, aunque no sabe muy bien cómo 
ha sido. Esta persona es trasladada al Hospital hhhh (…) en esta instalación solo 
hay valla de un lado en vez de los dos por lo que se adjunta foto para que se dé 
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aviso al servicio pertinente y dar dicha seguridad a la instalación”. La 
adjudicataria del mantenimiento de otras instalaciones deportivas municipales 
expone en sus alegaciones que la instalación de skate ha sido precintada desde 
diciembre de 2025, a petición expresa del PMD, circunstancia sobre la que nada 
se expone por el PMD en la propuesta de resolución, que tampoco acredita el 
cumplimiento por esta instalación del estándar de seguridad exigido por la norma 
UNE-EN 14974/2021, relativa a los requisitos de seguridad en los skateparks.  

 
Sin embargo, no ha quedado acreditado que el menor estuviera utilizando 

la instalación para esta práctica deportiva. De acuerdo con lo expuesto en la 
reclamación y lo declarado por los testigos, el accidente se produce mientras se 
celebraba la fiesta de fin de temporada del club de rugby al que pertenece el 
menor, que tenía 15 años en el momento del accidente. Según la declaración de 
uno de los testigos “Cuando pregunté qué había pasado los niños que lo habían 
visto me contaron que yyy2 se había caído por el lado contrario a la rampa de 
patinaje, desde su parte superior, cuando subía por la misma. Al mirar la 
estructura de la rampa me percaté de que no disponía de barandilla de 
seguridad”.  Otro testigo añade que “(…) estaban intentando subir a los lados de 
la rampa y como había bastantes niños pequeños jugando con pistolas de agua 
les avisaron que se podían caer”. 

 
A la vista de lo expuesto, puede considerarse acreditado que el menor 

accedió a la parte superior de esa instalación para un uso indebido de la misma 
y que al parecer fue advertido del riesgo que ello entrañaba. Por otra parte, si 
como pone de manifiesto el reclamante existían adultos durante el evento que se 
celebraba ese día en las inmediaciones del lugar, existe también una falta de 
vigilancia sobre dicha actuación por parte de los adultos responsables del mismo. 
No obstante lo anterior, también se advierte que el accidente probablemente no 
se hubiera producido si la instalación hubiera reunido las condiciones de 
seguridad exigidas o si hubiera estado debidamente señalizada y advertida la 
prohibición de uso y acceso a esa instalación para usos diferentes a la práctica 
deportiva, lo cual no se ha acreditado por la Administración responsable.  

 
Por consiguiente, la negligencia del menor, en este caso, no tiene entidad 

suficiente para romper el nexo causal con el funcionamiento del servicio público, 
existiendo una concurrencia de causas en la producción de los daños que no 
enerva la responsabilidad patrimonial de la Administración pero que permite 
moderar el importe indemnizatorio, estimándose adecuado una distribución de 
las responsabilidades en un 30 % (imputable a la Administración) y un 70 % 
(atribuible al menor y los adultos responsables del mismo).  
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En consecuencia, procede estimar parcialmente la reclamación, moderando 
la responsabilidad de la Administración por la concurrencia de culpa del 
perjudicado en los términos expuestos.  

 
6ª.- En cuanto al importe de la indemnización, el reclamante cuantifica la 

misma en 42.600 euros, por días de perjuicio personal (6.600 euros), secuelas 
(16.000 euros), perjuicio estético (8.000 euros), daño moral por pérdida de la 
calidad de vida (3.000 euros), gastos médicos y de rehabilitación (3.000 euros), 
daño moral a los familiares (2.000 euros) y la pérdida de disfrute de las 
actividades estivales (6.000 euros). Fundamenta esta reclamación en la 
documentación médica aportada con su solicitud inicial, pero no aporta informe 
médico de valoración del daño corporal. 

 
Por su parte, la aseguradora de la Administración cuantifica la 

indemnización en 2.521 euros por 2 días de ingreso en UCI, tres de ingreso 
hospitalario y 30 días de perjuicio moderado. 

 
En relación con la indemnización reclamada es posible acudir como criterio 

de evaluación  al texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro 
en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
8/2004- TRLRCSCVM- (cuyo sistema para la valoración de los daños y perjuicios 
se modificó por la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema 
para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes 
de circulación) tal como reconoce expresamente el artículo 34.2 de la LRJSP  
según el cual “La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de 
valoración establecidos en la legislación fiscal, de expropiación forzosa y demás 
normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en 
el mercado. En los casos de muerte o lesiones corporales se podrá tomar como 
referencia la valoración incluida en los baremos de la normativa vigente en 
materia de Seguros obligatorios y de la Seguridad Social”.  

 
Dentro del título IV del citado texto refundido, al tratar de las 

indemnizaciones por lesiones temporales y, en concreto, del perjuicio personal 
particular, el artículo 136.1 señala que “el perjuicio personal básico por lesión 
temporal es el perjuicio común que se padece desde la fecha del accidente hasta 
el final del proceso curativo o hasta la estabilización de la lesión y su conversión 
en secuela”. El artículo 138 de la misma norma se ocupa de los “Grados del 
perjuicio personal por pérdida temporal de calidad de vida”, desde muy grave 
hasta moderado. El ingreso en la unidad de cuidados intensivos sería muy grave, 
la estancia hospitalaria supondría un perjuicio grave, mientras que un perjuicio 
moderado lo constituiría la pérdida temporal de la posibilidad de llevar a cabo 
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una parte relevante de sus actividades específicas de desarrollo personal. El 
artículo 54 entiende por “actividades específicas de desarrollo personal” aquellas 
actividades tales como las relativas al disfrute o placer, a la vida de relación, a la 
actividad sexual, al ocio y la práctica de deportes, al desarrollo de una formación 
y al desempeño de una profesión o trabajo, que tienen por objeto la realización 
de la persona como individuo y como miembro de la sociedad.  

 
En cuanto al importe de la indemnización por día de perjuicio personal 

particular debe fijarse teniendo en cuenta el baremo vigente en la fecha en la 
que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización en la 
fecha que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial, tal como 
resulta del artículo 34.3 de la LRJSP y del artículo 40 del Real Decreto Legislativo 
8/2004, de 29 de octubre. Así lo ha considerado también el Tribunal Supremo en 
su sentencia de 7 de marzo de 2016, dictada en el Recurso 3032/2014. Puesto 
que el accidente ocurrió el 31 de mayo de 2025, deben tenerse en cuenta las 
cuantías fijadas para ese año en la resolución de 12 de marzo de 2025, de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, que hace públicas las 
cuantías de las indemnizaciones actualizadas para la valoración de daños y 
perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, siendo esta 
cuantía de 66,04 euros/día de perjuicio moderado, 95,26 euros/día de perjuicio 
grave y 127,01 euros/día de perjuicio muy grave.  

 
En este caso, el reclamante solicita la indemnización por un total de 95 

días. Sin embargo, de la documentación médica aportada (informe clínico de alta 
de 5 de junio de 2025, informe clínico de Neurología de 17 de julio de 2025) 
únicamente se desprende que estuvo ingresado durante cinco días y que tuvo 
restringida durante un mes la práctica deportiva de “alta intensidad”, derivándose 
para su seguimiento por su médico de atención primaria. En consecuencia, se 
estima correcta la indemnización por lesiones temporales indicada por la 
aseguradora de la Administración, que asciende a 2.521 euros. Además, debe 
tenerse en cuenta que esta indemnización por perjuicio personal particular 
compensa la pérdida temporal de la calidad de vida y “el perjuicio moral particular 
que sufre la víctima por el impedimento o la limitación que las lesiones sufridas 
o su tratamiento producen en su autonomía o desarrollo personal” (artículo 137 
TRLRCSCVM) por lo que no procede reconocer una indemnización adicional por 
“daño moral por pérdida de la calidad de vida” ni por “pérdida de disfrute de las 
actividades estivales”.  

 
Por otra parte, en cuanto a la indemnización solicitada en concepto de 

secuelas y perjuicio estético, no resulta acreditada por el reclamante. Los 
informes médicos aportados no reflejan secuelas físicas o neurológicas que deban 
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ser indemnizadas. A parte, respecto de los 8 puntos de secuelas que se reclaman, 
debe tenerse en cuenta que el TRLRCSCVM indica expresamente que la valoración 
de las secuelas debe realizarse según “criterio clínico” (artículo 95, que remite al 
baremo médico contenido en la tabla 2.A.1), sin que conste la aportación de 
informe médico del que resulte la identificación de secuelas y su valoración.  

 
Tampoco resulta acreditado el importe reclamado en concepto de gastos 

médicos y de rehabilitación por importe de 1.000 euros, ni consta su prescripción 
médica, indicando el reclamante que “se estima una cantidad prudente de 1.000 
euros para cubrir estos gastos”. Y en cuanto al daño moral alegado por el padre 
del menor, tampoco se aporta prueba al respecto más allá de la alegación de que 
“ha experimentado una situación de angustia y sufrimiento al ver a su hijo menor 
ingresado en la UCI y sometido a un proceso de recuperación largo y complejo”.  

 
Por otra parte, debe indicarse que el TRLRCSCV únicamente considera 

perjudicados a los ascendientes en caso de fallecimiento de la persona accidentada 
(artículo 62). 

 
En consideración a lo expuesto, y teniendo en cuenta la moderación de la 

responsabilidad de la Administración en un 70 %, procede reconocer al 
reclamante una indemnización por importe de 756,30 euros, sin perjuicio de su 
actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad 
patrimonial conforme al artículo 34.3 de la LRJSP.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos expuestos en 

este dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por D. yyy1, en nombre y 
representación de su hijo menor de edad, yyy2, debido a daños y perjuicios 
sufridos en una caída en unas instalaciones deportivas municipales. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 


